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Artículo 34.- Procedimiento para la designación 
del/de la liquidador/a o de los/las liquidadores/as

El procedimiento para que el Consejo de 
Supervigilancia de Fundaciones designe al/a la 
liquidador/a o los/las liquidadores/as:

1. Una vez concluido el proceso judicial de disolución de 
la Fundación e inscrita la disolución en la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos - SUNARP, la Secretaría 
Técnica del Consejo de Supervigilancia de Fundaciones, 
emite el informe técnico que justifique legalmente la 
designación del/de la liquidador/a o liquidadores/as, que es 
puesto a consideración del Consejo.

2. El Consejo de Supervigilancia de Fundaciones 
evalúa el informe de la Secretaría Técnica y acuerda iniciar 
el procedimiento de designación del/de la liquidador/a o 
liquidadores/as.

3. La Secretaría Técnica, como órgano de apoyo 
administrativo del Consejo, prepara los términos de 
referencia para la convocatoria pública de designación 
del/de la liquidador/a o liquidadores/as, que incluya en las 
especificaciones técnicas:

a) Tiempo de desarrollo del proceso de liquidación
b) Plan de liquidación 
c) Objetivos propuestos
d) Requisitos de los/las postulantes
e) Propuesta económica
f) Norma aplicable

Asimismo, incluye las etapas del procedimiento.

4. La convocatoria se publica por única vez, en el 
Diario Oficial “El Peruano” y otro de mayor circulación, del 
lugar del domicilio de la fundación; además se mantiene 
temporalmente publicada en el portal web del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos.

5. Los/as postores/as presentan su propuesta al 
Consejo, conforme a lo previsto en los términos de 
referencia.

6. El Consejo de Supervigilancia de Fundaciones 
acuerda la designación o no del/de la liquidador/a o los/
las liquidadores/as. El número de liquidadores/as debe 
ser impar.

7. La resolución del Consejo de Supervigilancia 
de Fundaciones que acuerde la designación del/
de la liquidador/a o los/las liquidadores/as, debe 
indicar expresamente que los actos de disposición y 
gravamen del bien o bienes de la fundación se realizan 
con la autorización del Consejo, conforme a lo previsto 
en el numeral 5 del artículo 104 del Código Civil.

8. El/la liquidador/a o los/las liquidadores/as presentan 
al Consejo de Supervigilancia de Fundaciones el balance 
al inicio de la liquidación, los informes semestrales de los 
avances de liquidación, y el balance final de liquidación, a 
efectos de proceder conforme a lo previsto en el artículo 
110 del Código Civil.

9. El Consejo de Supervigilancia de Fundaciones 
puede designar directamente al/la liquidador/a o 
liquidadores/as, si previamente se declaran desiertos dos 
(2) procesos de convocatorias públicas.

Artículo 35.- Balance Final de Liquidación
Los/las liquidadores/as deben presentar al Consejo 

de Supervigilancia de Fundaciones la memoria de 
liquidación, el balance final de liquidación y las demás 
cuentas que correspondan para su aprobación. Aprobado 
el balance final de liquidación, se publica por una sola vez 
en el Diario Oficial “El Peruano” y en el portal web del 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

Artículo 36.- Distribución del haber neto resultante.
Aprobados los documentos referidos en el artículo 

anterior, el/la liquidador/a o los/las liquidadores/as proceden 
a la distribución del haber neto resultante, conforme al 
artículo 110 del Código Civil, previa autorización del Consejo 
de Supervigilancia de Fundaciones. 

Artículo 37.- Designación y/o contratación 
excepcional del/de la liquidador/a o de los/las 
liquidadores/as

El Consejo de Supervigilancia de Fundaciones 
puede designar como liquidador/a o liquidadores/as a 
profesionales contadores/as y/o abogados/as que se 
contraten para tal fin, en los siguientes casos: 

a) Cuando la fundación no cuente con patrimonio que 
sea objeto de liquidación.

b) Cuando la fundación cuente con un patrimonio 
inferior a las dos (2) UIT.

c) Cuando el patrimonio de la fundación sea un 
inmueble ocupado por terceras personas que pongan en 
riesgo la titularidad del mismo.

d) Cuando la convocatoria pública para la designación 
del/de la liquidador/a o de los/las liquidadores/as se haya 
declarado desierta en dos (2) ocasiones consecutivas.

En todos los casos, la Secretaría Técnica debe justificar 
la designación del/de la liquidador/a o liquidadores/as, 
emitiendo un informe técnico legal y contable.

El/la liquidador/a o los/las liquidadores/as se 
encuentran sujetos a lo dispuesto en el presente Título.

Artículo 38.- Extinción de la Fundación
El/la liquidador/a o los/las liquidadores/as solicitan 

ante la Superintendencia Nacional de Registros Públicos 
- SUNARP la extinción de la fundación, cuya inscripción 
determina el cierre de la partida registral. En dicha 
solicitud debe indicar el nombre completo, documento de 
identidad y domicilio de la persona o entidad encargada 
de la custodia de los libros e instrumentos.

Artículo 5.- Refrendo 
El presente Decreto Supremo es refrendado por el 

Ministro de Justicia y Derechos Humanos.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única.- Derogación 
Derógase el artículo 2 del Decreto Supremo N° 009-

2011-JUS, que modifica el Reglamento del Consejo de 
Supervigilancia de Fundaciones.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los dos días 
del mes de diciembre del año dos mil veinte.

FRANCISCO RAFAEL SAGASTI HOCHHAUSLER
Presidente de la República

EDUARDO VEGA LUNA
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

1908690-1

Acceden a solicitud de ampliación de 
extradición activa de ciudadano de 
nacionalidad peruana y disponen su 
presentación por vía diplomática a la 
República Federativa de Brasil

RESOLuCIÓN SuPREMA
N° 260-2020-JuS

Lima, 2 de diciembre de 2020

VISTO; el Informe Nº 128-2018/COE-TPC del 6 de 
agosto de 2018, con voto dirimente de la Presidenta 
de la Comisión Oficial de Extradiciones y Traslado de 
Personas Condenadas del 27 de octubre de 2020, 
sobre la solicitud de ampliación de extradición activa del 
ciudadano de nacionalidad peruana JAVIER MANUEL 
REVILLA PALOMINO a la República Federativa de Brasil, 
formulada por la Tercera Sala Penal Liquidadora de la 
Corte Superior de Justicia de Lima, para ser procesado 
por la presunta comisión del delito de colusión desleal, en 
agravio del Estado peruano;

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 37 de la Constitución Política del Perú 
dispone que la extradición solo se concede por el Poder 
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Ejecutivo, previo informe de la Corte Suprema de Justicia 
de la República, en cumplimiento de la ley y los tratados;

Que, conforme al inciso 5) del artículo 34 del Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
aprobado por Decreto Supremo Nº 017-93-JUS, 
concordante con el inciso 6) del artículo 26 del Código 
Procesal Penal, las Salas Penales de la Corte Suprema 
de Justicia de la República conocen las solicitudes de 
extradiciones activas y pasivas;

Que, mediante Resolución Consultiva del 27 de marzo 
de 2018, la Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia de la República declara procedente 
la solicitud de ampliación de extradición activa del 
ciudadano de nacionalidad peruana JAVIER MANUEL 
REVILLA PALOMINO a la República Federativa de Brasil, 
formulada por la Tercera Sala Penal Liquidadora de la 
Corte Superior de Justicia de Lima, para ser procesado 
por la presunta comisión del delito de colusión desleal, 
en agravio del Estado peruano (Expediente Nº 34-2018);

Que, el literal a) del artículo 28 del Decreto Supremo 
Nº 016-2006-JUS, Normas referidas al comportamiento 
judicial y gubernamental en materia de extradiciones y 
traslado de condenados, establece que la Comisión Oficial 
de Extradiciones y Traslado de Personas Condenadas 
propone al Consejo de Ministros, a través del Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos, acceder o no al pedido de 
extradición activa formulado por el órgano jurisdiccional 
competente;

Que, de acuerdo con el inciso 1) del artículo 514 del 
Código Procesal Penal, corresponde al Gobierno decidir 
la extradición, pasiva o activa, mediante Resolución 
Suprema expedida con el acuerdo del Consejo de 
Ministros, previo informe de la referida Comisión Oficial;

Que, mediante Informe Nº 128-2018/COE-TPC del 6 
de agosto de 2018, con voto dirimente de su Presidenta 
del 27 de octubre de 2020, la Comisión Oficial de 
Extradiciones y Traslado de Personas Condenadas 
propone acceder a la solicitud de ampliación de extradición 
activa de la persona requerida, para ser procesada por 
la presunta comisión del delito de colusión desleal, en 
agravio del Estado peruano;

Que, conforme al Tratado de Extradición entre la 
República del Perú y la República Federativa de Brasil, 
suscrito el 25 de agosto de 2003 y vigente desde el 30 de 
junio de 2006, así como al Código Procesal Penal peruano 
y al Decreto Supremo N° 016-2006-JUS, respecto del 
trámite interno y en todo lo que no disponga el Tratado;

En uso de la facultad conferida en el inciso 8) del 
artículo 118 de la Constitución Política del Perú; y,

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Acceder a la solicitud de ampliación 
de extradición activa del ciudadano de nacionalidad 
peruana JAVIER MANUEL REVILLA PALOMINO a la 
República Federativa de Brasil, formulada por la Tercera 
Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior de Justicia 
de Lima, declarada procedente por la Segunda Sala 
Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la 
República, para ser procesado por la presunta comisión 
del delito de colusión desleal, en agravio del Estado 
peruano; y disponer su presentación por vía diplomática 
a la República Federativa de Brasil, conforme al Tratado 
vigente y a la normativa interna aplicable al caso.

Artículo 2.- La presente Resolución Suprema 
es refrendada por el Ministro de Justicia y Derechos 
Humanos y por la Ministra de Relaciones Exteriores.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

FRANCISCO RAFAEL SAGASTI HOCHHAUSLER 
Presidente de la República

EDUARDO VEGA LUNA
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

ELIzABETH ASTETE RODRÍGUEz
Ministra de Relaciones Exteriores

1908696-12

Acceden a solicitud de extradición activa 
de ciudadano de nacionalidad peruana 
y disponen su presentación por vía 
diplomática al Reino de España

RESOLuCIÓN SuPREMA
N° 261-2020-JuS

Lima, 2 de diciembre de 2020

VISTO; el Informe Nº 125-2020/COE-TPC, del 28 de 
octubre de 2020, de la Comisión Oficial de Extradiciones 
y Traslado de Personas Condenadas, sobre la solicitud de 
extradición activa del ciudadano de nacionalidad peruana 
MANUEL HUMBERTO ADRIANzÉN ALVARADO al Reino 
de España, formulada por el Segundo Juzgado Penal 
Unipersonal de Trujillo de la Corte Superior de Justicia 
de La Libertad, para ser procesado por la presunta 
comisión del delito de omisión a la asistencia familiar en 
la modalidad de incumplimiento de obligación alimentaria, 
en agravio de las menores de iniciales A.A.T. y L.A.T., 
representadas por su señora madre María Jesús Tuppia 
Bracamonte;

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 37 de la Constitución Política del Perú 
dispone que la extradición solo se concede por el Poder 
Ejecutivo, previo informe de la Corte Suprema de Justicia 
de la República, en cumplimiento de la ley y los tratados;

Que, conforme al inciso 5) del artículo 34 del Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
aprobado por Decreto Supremo Nº 017-93-JUS, 
concordante con el inciso 6) del artículo 26 del Código 
Procesal Penal, las Salas Penales de la Corte Suprema 
de Justicia de la República conocen las solicitudes de 
extradiciones activas y pasivas;

Que, mediante Resolución Consultiva del 11 de marzo 
de 2019, la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema 
de Justicia de la República declara procedente la solicitud 
de extradición activa del ciudadano de nacionalidad 
peruana MANUEL HUMBERTO ADRIANzÉN ALVARADO 
al Reino de España, formulada por el Segundo Juzgado 
Penal Unipersonal de Trujillo de la Corte Superior de 
Justicia de La Libertad, para ser procesado por la presunta 
comisión del delito de omisión a la asistencia familiar en 
la modalidad de incumplimiento de obligación alimentaria, 
en agravio de las menores de iniciales A.A.T. y L.A.T., 
representadas por su señora madre María Jesús Tuppia 
Bracamonte (Expediente Nº 35-2019);

Que, el literal a) del artículo 28 del Decreto Supremo 
Nº 016-2006-JUS, Normas referidas al comportamiento 
judicial y gubernamental en materia de extradiciones y 
traslado de condenados, establece que la Comisión Oficial 
de Extradiciones y Traslado de Personas Condenadas 
propone al Consejo de Ministros, a través del Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos, acceder o no al pedido de 
extradición activa formulado por el órgano jurisdiccional 
competente;

Que, de acuerdo con el inciso 1) del artículo 514 del 
Código Procesal Penal, corresponde al Gobierno decidir 
la extradición, pasiva o activa, mediante Resolución 
Suprema expedida con el acuerdo del Consejo de 
Ministros, previo informe de la referida Comisión Oficial;

Que, mediante Informe Nº 125-2020/COE-TPC, del 28 
de octubre de 2020, la Comisión Oficial de Extradiciones 
y Traslado de Personas Condenadas propone acceder a 
la solicitud de extradición activa de la persona requerida, 
para ser procesada por la presunta comisión del delito 
de omisión a la asistencia familiar en la modalidad de 
incumplimiento de obligación alimentaria, en agravio de 
las menores de iniciales A.A.T. y L.A.T., representadas por 
su señora madre María Jesús Tuppia Bracamonte;

Que, también propone la mencionada Comisión, 
requerir que las Autoridades Centrales de ambos países 
verifiquen, en lo que a cada una corresponda, que el 
traslado se realice con todas las garantías necesarias 
para prevenir el riesgo de contagio del COVID-19 en el 
reclamado y sus custodios como acto previo a la ejecución 
de su extradición;
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